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///nos Aires, 15 de septiembre de 2011.- 

Y VISTOS: Los autos “Incidente de 

incompetencia de contienda negativa con el juzgado federal N° 1 

- Secretaría Electoral” (Expte. N° 4963/11 CNE), ve nidos del 

juzgado nacional en lo criminal y correccional N° 5  de la 

Capital Federal, en virtud de la contienda negativa  de 

competencia trabada entre dicho tribunal y el juzga do federal 

con competencia electoral del distrito de referenci a, y 

CONSIDERANDO: 

1°) Que en el incidente de control 

patrimonial de la campaña electoral desarrollada po r la “Alianza 

Frente para la Victoria” con motivo de la elección presidencial 

del año 2007, la señora juez federal con competenci a electoral 

de la Capital Federal decidió suspender el trámite de las 

actuaciones, hasta tanto sean resueltas dos causas penales que 

tramitan ante la justicia criminal y correccional f ederal de esa 

jurisdicción (Juzgados 4 y 5), por hechos vinculado s con el 

financiamiento de la mencionada campaña (cf. fs. 1/ 11 vta.).- 

Por otra parte, en la misma 

resolución señala que de las constancias obrantes e n la causa se 

advierten contrataciones efectuadas con diversas em presas -de 

publicidad y medios de comunicación- no incluidas e n la 

rendición de cuentas de la coalición y no reconocid as por sus 

responsables económico financiero y político de cam paña (cf. fs. 

9).- 

Por ello, dispone extraer testimonio 

de las partes pertinentes de las actuaciones y form ar causa por 

separado, a los fines de determinar la eventual apl icación de 

las sanciones previstas en el artículo 66 de la ley  26.215, 

respecto de las personas que contravinieran la proh ibición de 

vender espacios para publicidad electoral sin la pa rticipación 

de los responsables partidarios, establecida en el artículo 49 

de dicha ley, en su redacción anterior a las modifi caciones 

introducidas por la ley 26.571 (fs. 8 vta./9 y fs. 11 vta.).- 

En sustento de esta decisión, la 

señora juez señala la necesidad de “garantizar el d ebido 

proceso, ante la posible aplicación de las sancione s [...] de 

acuerdo a lo dispuesto por el artículo 71 de la cit ada norma 

[ley 26.215] que en su parte pertinente establece ‘ ...Aplícase 

supletoriamente el procedimiento previsto en (...) el Código 



Procesal Penal de la Nación para la sanción de aque llas 

conductas penadas por la presente ley’” (cf. fs. 9) .- 

A raíz ello, remitió los testimonios 

extraídos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo  Criminal y 

Correccional Federal, a los fines de que “desinsacu le el 

Tribunal que debería intervenir en la investigación  de los 

hechos mencionados” (cf. fs. 14).- 

A fs. 12/13 vta. el magistrado 

desinsaculado, a cargo del Juzgado Nacional en lo C riminal y 

Correccional Federal N° 5, se declara incompetente en razón de 

la materia para entender en estas actuaciones -en c oncordancia 

con lo dictaminado por el fiscal actuante- y devuel ve los autos 

al juzgado de origen.- 

Para así resolver, explica que los 

hechos objeto de estos autos son ajenos a la materi a de 

competencia que determina el artículo 33 del Código  Procesal 

Penal de la Nación.- 

Asimismo, señala que el artículo 71 

de la ley 26.215 corrobora la incompetencia del juz gado a su 

cargo, al prever la actuación de esta Cámara Nacion al Electoral 

como tribunal de alzada en los procesos de la natur aleza que 

motiva el presente.- 

A fs. 14/15 la señora juez de 

primera instancia resuelve “no aceptar la competenc ia [...] para 

seguir entendiendo en la presente causa” y devolver la al juez a 

cargo del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correcc ional Federal 

N° 5, invitándolo a que -de no compartir su criteri o- eleve los 

autos a esta Cámara, en virtud de lo previsto en el  art. 71 de 

la ley 26.215 (fs. 15).- 

Al fundar esta decisión, explica la 

señora magistrado que comparte el criterio de su co lega respecto 

de que “el bien jurídico afectado resulta eminentem ente 

electoral”, pero afirma que su decisión de formar c ausa por 

separado para evaluar la aplicación de las sancione s previstas 

en el art. 66 de la ley 26.215, “contiene [...] una  valoración, 

aun cuando incipiente” de la conducta atribuida a l os 

responsables de las empresas involucradas en la inf racción 

advertida (fs. 14 vta.).- 

A fs. 16/17 el señor juez titular 

del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 5 

resuelve “declarar trabada contienda de competencia  negativa” 

(fs. 17) y eleva los autos a esta Cámara.- 

Para así pronunciarse, refiere que 

“no se advierten [...] concretas y plausibles razon es o 

circunstancias que pudieran afectar, con gravedad a l extremo 

nulidificante, las garantías del debido proceso” (f s. 16 vta.).- 

Añade, en tal sentido, que la señora 



juez federal con competencia electoral no efectuó n inguna 

“valoración” que le impida seguir conociendo en el caso; y que 

debe proseguir su actuación “tal como lo puede hace r cualquier 

otro magistrado, al verificar nuevos segmentos de i nvestigación 

en las causas de su trámite; sin necesidad de traza r conjeturas 

sobre hipotéticos planteos nulidificantes” (fs. cit .).- 

Concluye, finalmente, que también 

“es menester asegurar, entre todas las garantías de l debido 

proceso, [...] la del Juez Natural, [que aconseja] [...] reunir 

ante un mismo órgano jurisdiccional, todas las caus as relativas 

al hecho de que se trate” (fs. 17).- 

A fs. 21 emite dictamen el señor 

fiscal electoral, quien considera que la suspensión  del proceso 

principal dispuesta por el a quo debería extenderse  también al 

presente incidente.- 

En tal sentido, entiende prematura 

la formación de esta causa, “en tanto a los fines d e dilucidar 

si el comportamiento de las personas físicas o jurí dicas 

responsables del partido político se encuadran dent ro de las 

previsiones del art. 66, es necesario que se resuel van las 

diversas investigaciones penales en curso y preexis tentes a la 

competencia penal-electoral de este Ministerio Públ ico” (fs. 

21).- 

2°) Que en atención a lo dictaminado 

por el señor fiscal actuante en la instancia, es pr eciso dejar 

en claro, ante todo, que en los procesos de control  patrimonial 

de los partidos políticos no impera la regla de la 

prejudicialidad penal, establecida en el artículo 1 101 del 

Código Civil para el caso en que un reclamo civil s e funde en un 

hecho que se encuentra, al mismo tiempo, sometido a  juzgamiento 

en sede penal.- 

En este sentido, ya se ha dicho que 

si bien excepcionalmente puede ser necesario recurr ir a la 

paralización de un proceso, cuando Boriginado en razón de un 

hecho sometido a la consideración de la justicia pe nal- 

resultara disvalioso para la seguridad jurídica cor rer el riesgo 

de apreciaciones disímiles de una misma situación, “el régimen 

de prejudicialidad no debe extenderse más allá del restricto 

campo de la reparación civil de la ilicitud aquilia na y con el 

sólo designio de evitar el strepitus fori de senten cias 

contradictorias sobre el mismo hecho” (cf. Fallo 38 10/07 y sus 

citas).- 

En igual orden de ideas, esta Cámara 

ha explicado que el art. 1101 del Código Civil, que  establece 

que no habrá condenación en el juicio civil antes d e la 

condenación en el juicio criminal, está contenido e n el Capítulo 



IV del Título VIII, “Del ejercicio de las acciones para la 

indemnización de los daños causados por los delitos ” y debe 

analizarse en congruencia con el art. 1096 de ese m ismo 

Capítulo, que consagra el principio de la independe ncia de las 

acciones penal y civil emergentes de un hecho ilíci to; 

disposición ésta que es lógica toda vez que una acc ión tiene por 

objeto lograr el castigo del delincuente en tanto q ue la otra se 

propone la reparación de los daños (cf. Fallo 2521/ 99 CNE).- 

Con tal fundamento, se descartó que 

exista prejudicialidad penal respecto de los proces os de 

rendiciones de cuenta de las agrupaciones políticas , en tanto 

estos no tienen por objeto la reparación de un daño , sino el 

control de la legalidad del financiamiento partidar io y, en su 

caso, la aplicación de las sanciones que establece la ley 

especial que regula esta materia (arg. Fallos CNE 2 521/99 y 

3810/07).- 

Más aun, dejó aclarado el Tribunal 

que si en tales procesos los jueces federales con c ompetencia 

electoral advirtiesen la presunta comisión de un de lito que no 

fuese de su competencia, deberían remitir copia cer tificada de 

las actuaciones al tribunal competente, “sin detene r la 

tramitación de las causas” (cf. Fallo 3810/07 CNE, consid. 11).- 

3°) Que no obstante lo dicho, y más 

allá de las consideraciones que pudiera merecer la decisión de 

la señora juez de primera instancia Bno traída al conocimiento de 

esta Cámara- que dispuso suspender el control patri monial que 

tramita en el proceso principal, corresponde poner de relieve 

que el objeto de estas actuaciones radica en evalua r la conducta 

de personas ajenas a la agrupación política sujeta a dicho 

control y no -como se sostiene en el dictamen de fs . 21- “el 

comportamiento de las personas físicas o jurídicas responsables 

del partido político”.- 

Por lo tanto, aun cuando fuera 

admisible algún tipo de prejudicialidad -conforme a  lo 

dictaminado por el representante del Ministerio Púb lico- no 

resultaría de aplicación al caso, toda vez que no s e indica -ni 

advierte el Tribunal- qué cuestión pendiente de res olución en 

sede penal influiría concretamente en su trámite y resolución.- 

4°) Que en cuanto a la competencia 

del fuero para entender en el caso, la solución leg al es clara.- 

En efecto, el artículo 71 de la ley 

26.215 instituye a esta Cámara como tribunal de alz ada en los 

procesos relativos a “la sanción de aquellas conduc tas penadas 

por la presente ley”.- 

Al respecto, ya se ha establecido 

que esa previsión no deja lugar a dudas acerca de l a intención 



del legislador de mantener en la órbita de la justi cia federal 

electoral la atribución de aplicar las sanciones pr evistas para 

quienes de algún modo infrinjan el régimen de finan ciamiento 

partidario, “sean éstos partidos políticos, sus mie mbros -vgr., 

presidente, tesorero, responsables de campaña, etc. - o [...] 

cualquier otra persona física o jurídica, pues la l ey se refiere 

a las ‘conductas penadas por la presente’, sin hace r distinción 

alguna respecto de quien las desarrolle” (Fallo 381 0/07 CNE).- 

En este orden de ideas, se hizo 

notar que las disposiciones reglamentarias sobre el  control del 

financiamiento partidario se hallaban originariamen te 

contempladas en la Ley Orgánica de los Partidos Pol íticos 

vigente desde 1985, que -en su Título V, derogado p or la ley 

25.600- establecía, entre otras cuestiones, que la justicia 

nacional electoral tenía a su cargo la aplicación d e las 

sanciones previstas con respecto a las personas fís icas o 

jurídicas que efectuaran contribuciones o donacione s prohibidas 

(cf. artículos 41, 42 y 48) y cuya naturaleza Bmulta e 

inhabilitación para el ejercicio de derechos electo rales y el 

desempeño de cargos públicos- en nada difería de la s 

establecidas en la ley 26.215 (cf. Fallo cit.).- 

Tal atribución de competencia -se 

agregó- es plenamente congruente con lo dispuesto e n el artículo 

6° de la ley 23.298, en cuanto confiere a la justic ia federal 

electoral la tarea de controlar “la vigencia efecti va de los 

derechos, atributos, poderes, garantías y obligacio nes [...] que 

ésta y demás disposiciones legales reglan con respe cto a los 

partidos, sus autoridades, candidatos, afiliados y ciudadanos en 

general”.- 

Aun cuando las posteriores normas 

relativas al financiamiento partidario -leyes 25.60 0 y 26.215- 

no incorporaron sus disposiciones al derogado Títul o V de la ley 

23.298, lo cierto es que ellas rigen la misma mater ia que aquél 

regulaba y se enmarcan indudablemente en el régimen  jurídico de 

las actividades partidarias que establece esa ley ( cf. Fallo 

cit.).- 

5°) Que llegado a este punto, y 

atento a la remisión a las normas del procedimiento  penal que 

aplica la señora juez de primera instancia al decid ir la 

formación de esta causa (fs. 9), resulta imprescind ible formular 

algunas aclaraciones sobre las vías legalmente prev istas para el 

ejercicio de la jurisdicción en materia de ilícitos  

electorales.- 

En este sentido, corresponde ante 

todo, tener presente que “en materia electoral exis ten diversos 

instrumentos para asegurar la vigencia del Estado c onstitucional 



y democrático de derecho [...][que] pueden invalida r, modificar 

o revocar actos o resoluciones [...] que no cumplen  con las 

condiciones mínimas o contenido esencial de las nor mas 

constitucionales, o bien, aplicar sanciones adminis trativas, 

políticas o penales a los infractores de la normati va electoral” 

(cf. “Derecho Administrativo Sancionador Electoral.  

Procedimientos y Sanciones”, en “Estrategia de capa citación 

sobre la reforma electoral 2007-2008 para el person al del 

Instituto Federal Electoral y el personal jurídico del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación”, TEP JF - IFE, 

México, 2008).- 

De tal forma, como bien se explicó, 

“se puede afirmar que la ilicitud electoral puede p roducir 

efectos jurídicos en dos campos totalmente distinto s del 

Derecho: el campo electoral y el Derecho Penal” (cf . Garduño 

González, A. “Ilicitud electoral y penal electoral” , en “FEPADE 

Difunde”, Revista de la Fiscalía Especializada para  la Atención 

de Delitos Electorales, México, N° 8, disponible al  30 de abril 

de 2011 en www.pgr.gob.mx ).- 

Bajo esta premisa, la mayoría de los 

países regulan como delitos y faltas, “aquellas acc iones u 

omisiones que, de una forma u otra, entrañan la pue sta en 

peligro del proceso electoral, vulnerando la normat iva que 

intenta garantizar la transparencia y la limpieza d el mismo” 

(Fernández Segado, F. y Martínez Porcayo, J. F., “D elitos y 

faltas electorales”, en Tratado de Derecho Electora l Comparado 

de América Latina, Fondo de Cultura Económica, Méxi co, 2007, p. 

1020).- 

En lo que al conocimiento de las 

faltas electorales atañe, la regla más general es q ue sean los 

propios órganos de la justicia electoral los que co nozcan de 

ellas (cf. Fernández Segado, F., “Delitos electoral es”, en 

Diccionario Electoral IIDH-Capel, T. I, San José, C osta Rica, 

2000, p. 345).- 

En este sentido, se explicó que la 

penalización de las infracciones electorales, en ta nto 

involucren penas restrictivas de la libertad person al, 

constituye un recurso de ultima ratio, por lo que “ antes de 

acudir al expediente penal, deben agotarse otros me dios 

jurídicos con consecuencias menos drásticas o grave s [...] como 

sería el propio derecho de las faltas o infraccione s 

administrativas, incluido el electoral” (cf. Silva Adaya, J. C., 

“Faltas Electorales”, en Diccionario Electoral IIDH -Capel, T. I, 

San José, Costa Rica, 2000, p. 539).- 

Ello, sin perder de vista que “el 

hecho de que se lleven de un campo a otro del derec ho ciertas 

conductas, [...][no implica que se] autorice el 



resquebrajamiento de las garantías legales y jurisd iccionales 

del sujeto infractor o activo” (cf. op. cit).- 

6°) Que no escapa a la comprensión 

del Tribunal que el régimen de sanciones a las infr acciones 

electorales, en nuestro medio, participa de las imp erfecciones 

que en el derecho comparado se han señalado respect o de la 

mayoría de las legislaciones que regulan esta espec ial área del 

derecho, al resaltarse “la deficiente técnica legis lativa con 

que se regula en distintos ordenamientos, que [...]  tipifican 

indiferenciadamente delitos y faltas sin que quepa un deslinde 

riguroso entre unos y otras” (cf. Fernández Segado,  F. y 

Martínez Porcayo, J. F., “Delitos y faltas electora les”, en 

Tratado de Derecho Electoral Comparado de América L atina, Fondo 

de Cultura Económica, México, 2007, p. 1071).- 

En efecto, el conjunto de sanciones 

previstas respecto de las agrupaciones políticas; l os 

responsables partidarios; los candidatos; los medio s de 

comunicación y sus representantes, así como los par ticulares que 

incurran en alguna de las conductas constitutivas d e lo que 

genéricamente podría definirse como ilícito elector al, se 

encuentra disperso en una compleja red de normas, f ormada 

principalmente por el Código Electoral Nacional, la  ley de 

financiamiento partidario (26.215) y la ley 26.571 (cf. arts. 31 

a 36).- 

Así, el Código Electoral Nacional 

califica diferentes infracciones como faltas y deli tos 

electorales (cf. arts. 125 a 128 quáter y 129 a 145 , 

respectivamente) y atribuye su conocimiento a la ju sticia 

electoral (cf. art. 146), pero respecto de los segu ndos prevé la 

intervención de las Cámaras Federales de la respect iva 

jurisdicción, con arreglo a las previsiones del Cód igo Procesal 

Penal (art. cit).- 

Por su parte, la ley 26.215 no 

tipifica como faltas o delitos las infracciones que  contempla -

aunque prevé algunos supuestos análogos a los que c ontiene el 

código (vgr. art. 62, inc. “e” ley cit. y art. 128 ter CEN)- y, 

como ya se dijo, atribuye al fuero electoral la apl icación de 

todas las sanciones previstas para los casos de vio lación a sus 

normas, disponiendo expresamente, a su vez, la inte rvención de 

esta Cámara como tribunal de alzada (art. 71).- 

La ley 26.571 -por último- no solo 

regula también algunas situaciones semejantes a las  previstas en 

la ley 26.215 y en el Código Electoral Nacional (cf . art. 31 a 

36), sino que remite a sus normas en cuanto a Aprocedimientos y 

sanciones @ (art. 19) y aclara que “la justicia nacional elect oral 

conocerá en todas las cuestiones relacionadas con l a aplicación 



de la presente ley” (art. 106).- 

Dicho esto, no es ocioso mencionar 

que si bien la Cámara ha establecido en reiteradas ocasiones que 

la competencia de la Justicia Nacional Electoral en  materia 

penal se encuentra estrictamente limitada a los del itos y faltas 

electorales contemplados en el capítulo II del Títu lo VI del 

Código Electoral Nacional (Fallos CNE 714/89, 858/8 9, 2440/98 y 

2571/99, 2906/01, 3102/03) lo cierto es que, en los  últimos años 

-mediante las leyes 26.215 y 26.571- dicha competen cia ha sido 

sustancialmente expandida por el legislador.- 

7°) Que el entramado de 

disposiciones legales antes reseñado, puede exigir,  en 

ocasiones, una tarea de interpretación armónica y s istemática 

para determinar el régimen procesal aplicable –y, 

particularmente, la habilitación o no de la vía rec ursiva- a la 

especie de infracción objeto de juzgamiento.- 

Sin embargo, el caso que motiva 

estas actuaciones no presenta mayor dificultad.- 

En efecto, el artículo 71 de la ley 

26.215 -en cuyo marco se desarrolla la actividad ju risdiccional 

que origina el presente- establece la aplicación su pletoria del 

“procedimiento previsto en la ley 23.298 y en el Có digo de 

Procedimiento en los Civil y Comercial de la Nación  o el Código 

Procesal Penal de la Nación para la sanción de aque llas 

conductas penadas por la presente ley”.- 

Como se observa, la norma remite en 

primer término al procedimiento previsto en la ley 23.298 y solo 

en segundo grado a los códigos de rito propios de o tras 

disciplinas; el civil para el trámite procesal gene ral y el 

penal para la aplicación de sanciones.- 

Esta solución es perfectamente 

coherente con lo que se recordó más arriba (cf. con sid. 4°), 

acerca de que si bien las previsiones de la ley 26. 215 no se 

incorporaron a ley 23.298, materialmente se enmarca n en el 

régimen jurídico que esta última establece.- 

De allí que deba concluirse, 

entonces, que el procedimiento supletorio al que de be recurrirse 

primariamente para la investigación y sanción de cu alquiera de 

las infracciones previstas en la ley 26.215 es el d e la ley 

23.298 y solo después al del Código Procesal Penal de la 

Nación.- 

8°) Que en nada obsta a dicha 

solución legal, la circunstancia de que el Estado e jerza su 

poder coactivo principalmente a través de la justic ia penal, 

bajo los procedimientos especiales que rigen esa ma teria, pues -

como es sabido- dicho poder estatal también se mani fiesta en 

otras áreas, como ocurre por ejemplo con la potesta d 



sancionadora de la Administración Pública.- 

Basta recordar, en tal sentido, que 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha recono cido desde 

antiguo que la facultad otorgada por ley a la autor idad 

administrativa para juzgar y reprimir contravencion es no atenta 

contra la garantía de defensa en juicio en tanto se  otorgue al 

justiciable la oportunidad de ocurrir ante el órgan o judicial 

con el objeto de que cualquier decisión de dicha au toridad sea 

materia del consiguiente control (Fallos 171:366; 1 93:408; 

198:79; 201:428; 207:90 y 310:360, entre otros).- 

Por otra parte, la garantía del 

debido proceso no es exclusiva del ámbito penal, ta l como lo 

dejó sentado la Corte Interamericana de Derechos Hu manos al 

señalar que a pesar de que el artículo 8 de la Conv ención 

Americana sobre Derechos Humanos no especifica gara ntías mínimas 

en materias que conciernen a la determinación de lo s derechos y 

obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de c ualquier otro 

carácter, las garantías mínimas que establece se ap lican también 

a esos órdenes y, por ende, “en éstos el individuo tiene derecho 

al debido proceso en los términos reconocidos para la materia 

penal, en cuanto sea aplicable al procedimiento res pectivo” (cf. 

Caso “Ivcher Bronstein vs. Perú”, sentencia del 6 d e febrero de 

2001).- 

Cabe hacer notar, además, que 

suponer que sólo el procedimiento penal puede garan tizar el 

debido proceso en la aplicación de sanciones a infr acciones  

electorales, importaría consagrar un doble estándar  del derecho 

de defensa en esta clase de juicio, según aquéllas sean 

aplicadas a las agrupaciones políticas o a particul ares.- 

Esta dualidad procesal -más allá de 

los reparos de los que podría ser objeto- contraría  la doctrina 

del Tribunal, que no ha hecho distinciones a la hor a de asegurar 

la defensa en juicio en los procesos de control del  

financiamiento partidario, estableciendo que “en la  

sustanciación de [esos procesos][...] debe observar se el 

principio de legalidad y respetarse el derecho de d efensa de 

todos aquellos que pudieran verse alcanzados por la s sanciones 

previstas en la ley [26.215]” (Fallos CNE 3810/07 y  4305/10).- 

En este sentido, la formación de 

actuaciones separadas dispuesta por el a quo result a inobjetable 

(cf. Fallo cit).- 

9°) Que de acuerdo con lo expresado, 

los principios del derecho penal se extienden a los  procesos 

relativos a infracciones electorales en condiciones  análogas a 

las que rigen su aplicación en el ámbito del derech o 

administrativo sancionador; en el sentido de que aq uéllos son 

aplicables “en la medida necesaria para preservar l os valores 



que se encuentran en la base del precepto y en tant o resulten 

compatibles, se haga con suma cautela y no sea el r esultado de 

una aplicación automática” (cf. Tribunal Constituci onal de 

España, cit. en “Principios y normas del derecho pe nal aplicable 

en el procedimiento administrativo. Alcances y lími tes”, Noe 

Gabriela, LLGran Cuyo 2008 -febrero- 1).- 

De esa manera, rige en los 

procedimientos sobre ilícitos electorales, lo que e xplicó la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación respecto de la aplicación 

de los principios penales en el procedimiento admin istrativo, 

acerca de que debe hacerse, no en forma indiscrimin ada, sino 

teniendo en cuenta las particularidades del bien ju rídico 

protegido por la ley específica, reafirmado por la naturaleza 

preventiva del derecho administrativo sancionador, por 

contraposición con la represiva del derecho penal ( Fallos 

330:1855 y sus citas y Cám. Nac. de Apel. en lo Con t. Admin. 

Fed. Sala V, sentencia del 13 de julio de 2010 en E xpte. 

16.327/09).- 

10°) Que aclarado todo lo dicho en 

cuanto a la competencia del fuero para conocer de l a presente 

causa y al régimen procesal aplicable a su trámite,  corresponde 

ahora resolver si la circunstancia de haber tomado la decisión 

de formar estas actuaciones -a los fines de evaluar  la conducta 

de particulares que habrían incurrido en una infrac ción a la ley 

26.215- inhabilita a la señora juez de primera inst ancia de 

llevar adelante la sustanciación del proceso y el j uzgamiento 

del hecho que la motiva (fs. 14 vta.) por haber efe ctuado -según 

afirma- una “valoración incipiente”.- 

La respuesta negativa se impone.- 

En efecto, mediante la actuación 

procesal  referida, la señora magistrado simplement e dio 

comienzo al proceso dirigido a determinar las event uales 

responsabilidades personales frente a una supuesta infracción 

legal (cf. arts. 49 y 66 ley 26.215), basándose par a ello en 

datos objetivos obrantes en la causa principal; lo cual no 

importa adelantar el criterio que tendrá al resolve r estas 

actuaciones (arg. de Fallo 4308/10 CNE).- 

11°) Que, por otra parte, la 

referida actividad procesal desplegada por la señor a juez de 

primera instancia no constituye ninguna de las caus ales de 

excusación previstas en el art. 14 de la ley 19.108 , que 

establece un régimen específico para los magistrado s del fuero 

electoral (Fallos CNE 651/88, 1527/93, 4260/09, 426 2/09 y 

4342/10) y bajo el cual solo cabe el apartamiento e n los casos 

taxativamente contemplados en la norma citada (cf. Fallos CNE 

4262/09 y sus citas y 4342/10). Tampoco, vale desta carlo, 

encuadra en ninguno de los supuestos de apartamient o que prevé 



el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación ( cf. art. 17) 

ni en los que determina el Código Procesal Penal de  la Nación 

(cf. art. 55).- 

Debe recordarse que el apartamiento 

de un magistrado del conocimiento de una causa de s u 

competencia, constituye un mecanismo de excepción y  de 

interpretación restrictiva, con supuestos taxativam ente 

contemplados en los códigos de rito para casos extr aordinarios, 

teniendo en cuenta que su aplicación provoca el des plazamiento 

de la legal y normal competencia de los jueces y la  consecuente 

alteración del principio constitucional del juez na tural (Fallos 

319:758 y 326:1512).- 

A este respecto, el Tribunal tiene 

dicho que esa regla -aplicable a todo tipo de juici o- adquiere 

mayor importancia en materia electoral, debido a su  

especialidad, por lo que la intervención de magistr ados de otro 

fuero en asuntos electorales -por excusación de los  jueces 

naturales- debe quedar limitada a aquellos casos ex tremos en que 

la serenidad, imparcialidad e independencia del mag istrado que 

deben presidir el desempeño de su función judicial se encuentren 

interferidas, justificando así su apartamiento en o rden a 

asegurar la recta administración de justicia (Fallo s CNE 4260/09 

y 4262/09).- 

Como hemos visto (consid. 4°), el 

legislador encomendó el conocimiento de las cuestio nes de la 

naturaleza que motivan el presente, al juez federal  que tiene a 

su cargo la competencia electoral; y mal puede supo nerse que 

justifique su apartamiento el solo hecho de que sea  el mismo 

magistrado quien da inicio a las actuaciones.- 

En efecto, aparece como evidente que 

existiendo un solo juez federal con competencia ele ctoral en 

cada distrito, el legislador ha querido que todos l os hechos 

vinculados con el control del financiamiento de los  partidos 

sean investigados, tramitados y resueltos por el mi smo 

magistrado. Admitir un criterio diverso importaría suponer que 

en cada oportunidad en la que el magistrado elector al detecte 

irregularidades pasibles de sanción, precisamente e n ejercicio 

de su competencia, deba dejar de ejercerla para tra nsferirla a 

magistrados que -aun cuando intervengan en calidad de 

subrogantes- no son aquellos a los que el legislado r asignó la 

competencia; es decir, los jueces naturales (art. 1 8 de la 

Constitución Nacional) para este tipo de juicio.- 

En mérito de lo expuesto, oído el 

señor fiscal actuante en la instancia, la Cámara Na cional 

Electoral RESUELVE: Declarar la competencia del juz gado federal 

con competencia electoral en el distrito de la Capi tal Federal 

para entender en las presentes actuaciones.- 



Regístrese, notifíquese, y remítase 

al juzgado federal con competencia electoral de la Capital 

Federal. RODOLFO E. MUNNÉ - SANTIAGO H. CORCUERA - ALBERTO R. 

DALLA VIA - Ante mí: HERNÁN GONÇALVES FIGUEIREDO (S ecretario de 

Actuación Judicial).- 


